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Ref.: Tutela instaurada por FLOR MARINA CEPEDA RODRÍGUEZ contra: MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA, INPEC. 
ASUNTO
Negada la ponencia al doctor JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ, procede la Sala a decidir lo que en derecho corresponda sobre la impugnación presentada por FLOR MARINA CEPEDA RODRÍGUEZ, contra el fallo del 28 de septiembre de 2011 proferido por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá
, por medio del cual negó el amparo constitucional deprecado.

HECHOS Y PRETENSIONES
La señora FLOR MARINA CEPEDA RODRÍGUEZ, actuando en nombre propio y en representación de sus menores nietos DIONEL ESTEBAN, BRANDON STEVEN y RÓBINSON ANDRÉS GALLO CEPEDA, presentó acción de tutela contra el MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA y el INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC-, adelantada en primera instancia en la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, con el fin de que el Juez Constitucional proteja los derechos fundamentales a la vida digna, igualdad, libre desarrollo de la personalidad y derechos fundamentales de los niños.
La génesis de la acción constitucional surge de la inconformidad de la accionante porque su hija FLOR MARINA CEPEDA, quien cumple una condena por el delito de homicidio agravado “en la Cárcel EL BUEN PASTOR, ubicada en la ciudad de Bogotá, por políticas carcelarias fue trasladada hace cerca de un año a la Cárcel ORION ubicada en el Municipio de Jamundí”. Precisó que la anterior situación imposibilita que su hija pueda brindarle el calor de madre a sus tres menores nietos. 
Destacó que es una persona humilde y que en la actualidad se encuentra enferma, razón por la cual fue intervenida quirúrgicamente “y estoy al frente en mi condición de madre y abuela” de tres menores, e igualmente le corresponde viajar –periódicamente- a Jamundí y trasladar a sus nietos para que se encuentren con la madre, “es una situación muy compleja, cuando no se tienen los recursos económicos suficientes y sumándole a ello que soy una persona de la tercera edad”, situación de la cual dice, se soluciona con el traslado de la interna a una cárcel de Cundinamarca.

Por las anteriores razones consideró que, “se están infringiendo derechos fundamentales constitucionales por cuanto sus hijos no pueden ver a la madre, sino por allá cada seis (6) meses, cuando la madre aún pagando su pena, puede estar más cerca, en una prisión del departamento de Cundinamarca…los invito respetuosamente Honorables Magistrados a que seamos más humanos y que los tan divulgados derechos humanos no se queden…simplemente en letra muerta”.
Peticionó entonces, la tutela de los derechos fundamentales invocados, y en consecuencia, se ordene a las entidades accionadas disponer el traslado de su hija interna “a una prisión del Departamento de Cundinamarca, donde esté cerca de su familia”. (fls. 1 a 4).

ACTUACIÓN PROCESAL

El 16 de septiembre de 2011, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, admitió la acción de tutela promovida por FLOR MARINA CEPEDA RODRÍGUEZ, y ordenó Notificar al MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA y al INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC-, concediendo un término de dos días para ejercer su derecho a la defensa.
Además, dispuso oficiar al INPEC a fin de que informe sí la señora FLOR MARINA CEPEDA, presentó alguna solicitud de traslado indicando sus respuestas y fundamentos. (fls. 35 y 36).

INTERVENCIONES 

MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO

A través de la Directora de Política Criminal y Penitenciaria del Ministerio de Justicia y del Derecho, inicialmente explicó la naturaleza jurídica del INPEC, indicando las normas que rigen la materia. Seguidamente precisó que el régimen de traslado se encuentra consagrado en los artículos 73 a 78 del Código Penitenciario y Carcelario.

Alegó falta de legitimación por pasiva, pues conforme con la Ley 65 de 1993, corresponde a la Dirección General del INPEC, decidir los traslado de los internos de las cárceles del país, dada la autonomía administrativa que le otorga la Ley. Citó jurisprudencia constitucional relativa a la falta de legitimación en la causa.
Peticionó, “se desvincule al Ministerio de Justicia y del Derecho de la presente Acción de Tutela, por falta de legitimación en la causa por pasiva,…”. (fls. 41 a 45).
INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC- 

El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, describió la normatividad aplicable a los traslados de internos, a saber, artículos 73, 74, 75 y 78 de la Ley 65 de 1993, para concluir que la cercanía familiar no es causal de traslado.

Citó la sentencia T-215 de 1996, para significar que la unidad familiar y los derechos de los niños prevalecen sobre los demás, sin que ello sirva para evadir la responsabilidad penal y en caso de conflicto entre estos intereses, prevalece el poder punitivo.
Explicó el trámite de las solicitudes de traslado, aduciendo que el procedimiento ya fue agotado “con recomendación negativa por parte de la Junta Asesora de Traslados del INPEC.”
Agregó que la accionante quiere “eludir procedimientos e instancias que aplican al efecto, para pretender el traslado de centro de reclusión por él escogido, sin tenerse en cuenta factores y aspectos tales como la seguridad jurídica, su actual clasificación en fase de tratamiento penitenciario, la disponibilidad de cupos, la disponibilidad presupuestal, entre otros”.
Citó jurisprudencia constitucional referida al traslado de internos e invocó falta de legitimidad en la causa por activa y respecto del interno, aduciendo la carencia de interés legítimo para reclamar la protección de los derechos fundamentales y la ausencia de poder especial para el efecto. 

Peticionó en aplicación de los principios de legalidad, razonabilidad, proporcionalidad, igualdad, debido proceso y procedimiento, se declare la IMPROCEDENCIA en la acción incoada, dada la competencia del INPEC para disponer el traslado de los internos, “atendiendo razones de seguridad, disponibilidad presupuestal, disponibilidad de cupos, situación jurídica.” (fls. 46 a 50).
Finalmente, el INPEC en memorial visible a folio 51, allegó copia de la respuesta dada a la interna FLOR MARINA CEPEDA RODRÍGUEZ, a su solicitud de traslado, donde se le informó el procedimiento correspondiente.
LA SENTENCIA IMPUGNADA

En fallo proferido el 28 de septiembre de 2011 la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, negó el amparo impetrado.
Consideró que la petente se encuentra legitimada para incoar la acción de tutela, pese a que la privación de la libertad “no es obstáculo para que acudan a la acción de tutela, pues cada centro penitenciario cuenta con los recursos necesarios que permiten a dicha población acceder no solo en relación con la asistencia de asuntos típicamente penitenciarios, sino  también a la administración de justicia (asesoría jurídica), empero cuando la persona privada de la libertad, titular del derecho fundamental que está siendo vulnerado o amenazado no se encuentra en condiciones de solicitar su protección, puede un tercero hacerlo en su nombre, siempre y cuando unos requisitos específicos que permitan la configuración de la agencia oficiosa”.
Citó jurisprudencia constitucional relacionada con el tema de la agencia oficiosa y adujo que “no se reúne ninguno de los presupuestos”, pero “si se observa con detenimiento el escrito, surge que la accionante no solo invoca el amparo constitucional como agente oficiosa, sino que lo hace también en función de sus nietos menores de edad, circunstancias que obliga a tener en cuenta el artículo 44 superior”, lo cual exige darle prelación al derecho sustancial y darle curso a la acción constitucional, y conforme a que la jurisprudencia, “ha reconocido que puede prescindirse  de la manifestación que debía realizar la actora acerca de la imposibilidad en la que están los menores de promover su propia defensa, pues es apenas obvio que los niños no están en condiciones de hacerlo. En este sentido, la abuela de los menores puede invocar la protección de los derechos fundamentales de sus nietos”.
En cuanto al fondo del asunto, inició por señalar la normatividad que regula el traslado del personal interno en las cárceles del país, a saber, las causales previstas en el artículo 75 de la Ley 65 de 1993, destacando que “las personas que se encuentran legalmente privadas de la libertad enfrentan una restricción considerable en sus derechos fundamentales, estando entre ellos la unidad familiar, razón por la cual resulta lógico que las facultades que la ley otorgó al INPEC estén dirigidas entre otros factores, a la conservación de la seguridad del propio interno, como la población de reclusos, sin embargo, tales facultades no son absolutas, sobre todo si se trata de un conflicto generado frente a los derechos fundamentales de los niños, cuyo interés superior es objeto de mayor protección por parte del Estado, lo que de cara a las potestades legales del INPEC, puede constituir, según el caso, una excepción a la aplicación”.
Señaló que la situación fáctica planteada en el libelo tutelar permite “vislumbrar una afectación a los derechos de los menores, la cual se torna en el menoscabo de la unidad familiar, lo que lo haría un argumento válido para conceder el amparo deprecado.” (Negrillas fuera de texto).
No obstante, se advierte que el órgano competente dentro de la entidad accionada, debido a las condiciones…, no pudo estudiar de fondo el asunto…”.

Resaltó que el juez de tutela no puede suplantar a la autoridad encartada del diseño de la política carcelaria del país, premisa bajo la cual consideró que no se puede “ordenar el traslado de la interna FLOR MARINA, no solo porque la misma no reúne los requisitos de procedibilidad para el estudio mismo, sino porque además de desconocer los aspectos particulares de la situación jurídica de la reclusa, la accionada no ha realizado el examen de dichos factores, pues el único pronunciamiento que esta emitió al respecto se refirió, como ya se dijo a la inviabilidad de lo solicitado por la inexistencia de la causal que se citó. Lo contrario implicaría desplazar de sus funciones a la autoridad competente para ello”. (fls. 57 a 71).
ARGUMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

La accionante impugnó el fallo manifestando que es una persona de 56 años de edad, con mal estado de salud, a cargo de sus tres nietos menores de edad, de los cuales debe velar por su bienestar y que para visitar a su hija debe desplazarse hasta la ciudad de Cali, sin contar con los recursos para ello.
Agregó: “mis nietos han sufrido un colapso emocional por no poder tener contacto con su madre, pues desde que la trasladaron no la han podido volver a visitar, hecho que se viene reflejando en su rendimiento escolar, relación familiar y demás entorno”.

Peticionó revocar la sentencia impugnada y se acceda a las pretensiones del amparo deprecado.

CONSIDERACIONES
Competencia.

Esta Sala es competente conforme con lo dispuesto en los artículos 86, 116 inciso 1º, 256 numeral 7º de la Constitución Política; 32 del Decreto 2591 de 1991, el Decreto 1382 de 2000 y el literal e) del artículo 26 del Acuerdo 075 de 2001, para conocer en segunda instancia de la impugnación interpuesta contra los fallos de tutela proferidos por las Salas Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura.

Problema jurídico a resolver

En el caso sub exámine, el problema jurídico a resolver es establecer si el INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO DE COLOMBIA, INPEC, vulneró o está vulnerando los derechos invocados por la accionante, en virtud del traslado de su hija FLOR MARINA CEPEDA, quien cumple una condena por el delito de homicidio agravado “en la Cárcel EL BUEN PASTOR, ubicada en la ciudad de Bogotá, por políticas carcelarias fue trasladada hace cerca de un año a la Cárcel ORION ubicada en el Municipio de Jamundí”. Lo anterior imposibilita que los menores puedan acceder al calor de la madre interna. 

Caso Concreto.
La Carta Política de 1991, introdujo la institución jurídica de la acción de tutela consagrada en su artículo 86, a través de la cual toda persona puede reclamar ante los jueces, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales,  cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, siempre que no disponga de otros medios de defensa judiciales, excepto que se utilice como mecanismo transitorio a fin de evitar un perjuicio irremediable.

También procede el amparo constitucional contra particulares en algunos casos, empero dada la calidad de la autoridad aquí accionada, no resulta imperativo mencionar. 

Se encuentra acreditado dentro del plenario que asistió razón a la Sala Aquo, al encontrar reunidos los requisitos procesales que sustentan la legitimidad de la accionante a efecto de invocar la protección de los derechos fundamentales de sus nietos, toda vez que sobre ella pesa la obligación –personal- del cuidado de los menores y frente a tal situación, la petición de traslado de la interna en su calidad de madre, compromete los derechos fundamentales de los niños, mismos que pueden ser invocados en su protección por la aquí petente, proceder acorde con la obligación que tiene el Estado de “la protección integral de la familia”, en los términos consagrados en el artículo 42 superior:
“…ARTICULO 42. La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla.

El Estado y la sociedad garantizan la protección integral de la familia. La Ley podrá determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable. La honra, la dignidad y la intimidad de la familia son inviolables…”
Adentrándonos al fondo del asunto, observa esta Sala que sobre la materia existe copiosa jurisprudencia constitucional que orienta a la protección de los derechos fundamentales de los niños, máxime su prevalencia, e incluso el derecho de la señora FLOR MARINA CEPEDA, a la protección de sus vínculos de familia, requeridos para su resocialización. 
Lo anterior, como quiera que la sociedad y el Estado deben garantizar la preservación de la unidad familiar y de esta manera procurar el desarrollo integral de los niños y aún adolescentes, razón por la cual, debe primar el derecho a la unidad familiar y el derecho a tener una familia, frente a lo cual la discrecionalidad del INPEC, no es absoluta. 
No en vano señaló la sentencia T-435 de 2009, “…las autoridades carcelarias tienen el deber de evitar a los detenidos y a sus familias sufrimientos innecesarios y daños irreparables,…”.

Si bien ha sentado la jurisprudencia como regla general que el amparo constitucional “no es el mecanismo idóneo para atacar los actos de las autoridades carcelarias que disponen el traslado de presos,” existen  situaciones excepcionales, es decir, cuando se ven involucrados intereses superiores de un menor de edad, entonces, el asunto concreto amerita el estudio de fondo por parte de las autoridades carcelarias y cuando no ocurre así, entonces habilita al juez de tutela para adentrarse al análisis de fondo a efectos de establecer la razonabilidad  o no de la medida, en cada caso concreto.

Sobre el particular, valga la pena citar la sentencia T-1275 de 2005, Magistrado Ponente Humberto Antonio Sierra Porto: 
“El artículo 75 enumera las causales que dan lugar al traslado de internos
[59] y, en efecto, las razones familiares no están previstas allí, al menos no de manera expresa. No obstante, estima la Corte que en el caso concreto es preciso inaplicar el artículo 75 y solicitar el traslado inmediato del recluso a una cárcel ubicada en un lugar cercano al sitio donde residen sus hijos. Solo de esta forma podrán ampararse de manera efectiva los derechos constitucionales fundamentales de los menores, los cuales, como fue demostrado a lo largo de las consideraciones de la presente sentencia, gozan de una especial garantía tanto en el ámbito interno como en el plano internacional. Únicamente de este modo se ofrecerá la opción a los niños de reestablecer el contacto con su padre y se dará oportunidad al padre de reanudar el contacto con sus familiares y allegados, contacto éste, que, como vimos, es clave en el proceso de crecimiento integral de los niños en todos los aspectos de su vida y es también significativo en la preparación del señor Silva para vivir el día de mañana su vida en libertad. Así, pues, tanto las circunstancias que rodean el caso concreto como los derechos constitucionales fundamentales en juego y el buen comportamiento del recluso certificado por el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Girón Santander aportan a la Corte buenas razones para adoptar la decisión en el caso sub examine. 

El margen de discrecionalidad que le cabe a las instituciones estatales existe, pero en el ejercicio del mismo no se puede desconocer que ningún margen de apreciación, ningún bien jurídicamente protegido, ningún derecho dentro del ordenamiento constitucional colombiano puede ser ejercido de manera absoluta y excluyente. Más arriba tuvo la Sala oportunidad para pronunciarse acerca de los derechos de los niños y sobre la manera en que debe interpretarse la prevalencia de sus derechos acogida tanto en el artículo 44 de la Constitución Nacional como en la Convención Internacional de los Derechos del Niño. Esta superioridad tampoco implica que los derechos de los niños sean absolutos y excluyentes. Los derechos fundamentales de los niños también admiten limitaciones, por supuesto, cuando tales restricciones están legitimadas desde el punto de vista constitucional, esto es, cuando son idóneas, necesarias y superan el test de proporcionalidad en sentido estricto. 

En el caso bajo estudio de la Sala en esta ocasión, podría decirse a primera vista que la restricción de los derechos de los niños está justificada y es necesaria tanto por razones de prevención general de la criminalidad como por motivos de prevención especial. Cuando se realiza un examen sobre la restricción de los derechos de los niños – en este caso el no traslado de su padre a un lugar más cercano al sitio donde los niños residen - y se compara con los efectos negativos que, dada la situación irregular en que se encuentran los menores, se despliegan para la efectiva realización de sus derechos fundamentales, es factible constatar un desequilibrio. Como ya lo expresó la Sala en párrafos anteriores, es justamente en este punto en el que los intereses superiores y prevalecientes del menor adquieren un peso específico y es precisamente por tal razón que la Corte considera razonable ampararlos.

… Dentro del esfuerzo por reestablecer los vínculos del recluso con la vida en libertad, la presencia constante de la familia desempeña un papel de considerable importancia. Esta Corte lo ha reiterado en numerosas oportunidades y particularmente en la sentencia 1190  de 2003 cuando afirmó:
“El proceso de resocialización es impensable o mucho más adverso sin el concurso activo y la presencia constante del grupo familiar. Esto se explica por varias razones: porque la familia es el único referente seguro de libertad con el que cuentan las personas recluidas, la mejor forma de mantener contacto con la sociedad y con el mundo fuera del penal, y sobre todo, porque constituye el centro de los vínculos afectivos más importante y duradero, lo cual le permite al recluso sobreponerse a sus condiciones de penuria y guardar esperanzas para la libertad.” Sin estos elementos es bastante difícil que se realice en una medida razonable el propósito de resocialización
[63].”
“Por otro lado, la Corte también constata que existe una relación especial entre algunos de los derechos fundamentales de los internos y las condiciones necesarias para mantener el contacto con la familia. En este sentido, el derecho a la comunicación oral, escrita o presencial se conjuga casi hasta confundirse con los derechos a la dignidad y a la libertad. En este contexto el caso de las visitas y de las visitas íntimas es de los más elocuentes y paradigmáticos. En efecto, mediante el ejercicio de estas prácticas la vida cobra sentido para los reclusos, se redimensiona la existencia, se fortalecen los vínculos de pareja y se abren alternativas para mantener la unidad familiar
[64].” 

“En conclusión, existe para la Corte una especial relación entre las condiciones necesarias para mantener el contacto con la familia y los derechos a la dignidad, al libre desarrollo de la personalidad, a tener y conservar una familia de que son titulares las personas privadas de la libertad. Situación que cobra una especial dimensión una vez revisadas las características del sistema progresivo penitenciario, la función resocializadora de la pena, y los deberes de prestación que surgen para el Estado en el caso de las relaciones de especial sujeción
[65].”

En este orden de ideas, para la Sala Dual en el caso sub exámine,  resulta relevante el interés superior y prevalente de los menores por los cuales se acciona, pues se desprende del juicio de ponderación entre los derechos de los niños en conflicto con los del INPEC, que es prioritario y de mayor significado social, la protección integral y la promoción del bienestar del menor o menores involucrados.
La Corte Constitucional en la sentencia T-292 de 2004, determinó como “criterio guía para examinar si es factible hallar un balance entre la idónea y necesaria restricción de derechos fundamentales del menor y los perjuicios a él ocasionados como consecuencia de tal restricción, no puede ser otro que el que se desprende de lo dispuesto en el artículo 44 superior, hasta el punto en que, en caso de no ser posible  alcanzar un equilibrio de los intereses o derechos fundamentales en juego, existe un argumento poderoso a favor de privilegiar los intereses y derechos fundamentales del menor
[33]. La anterior, considera la Sala, es una buena forma de acercar dos posiciones aparentemente irreconciliables y antagónicas: de un lado, que como lo ha afirmado la Corte en innumerables oportunidades, en el ordenamiento jurídico colombiano no existen derechos absolutos o excluyentes y, de otro, lo dispuesto por el artículo 44 superior cuando se pronuncia a favor del interés superior y prevaleciente del menor.”
Por el mismo sendero en la sentencia C-507 de 2004, se enfatizó que “los derechos fundamentales de los niños se caracterizan por ser derechos de protección.” De manera que, “son aceptables las medidas orientadas a garantizar el desarrollo armónico e integral de los menores, así como el pleno ejercicio de sus derechos. “ 
Son muchos más los argumentos que permiten en el sub lite, proceder a REVOCAR el fallo impugnado, para en su lugar, conceder el amparo deprecado, ordenándole al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario que en un término perentorio de 20 días siguientes a la notificación de este fallo, adelante tanto los trámites de índole administrativo como el traslado efectivo de la interna FLOR MARINA CEPEDA a otro Establecimiento Carcelario ubicado en la ciudad de Bogotá, dada la protección de los derechos fundamentales que para el caso resultan ser prevalentes, esto es, los de la familia y de los niños,  por encima de aquellos inherentes a los que tiene el INPEC, alusivos a los traslados de internos, para lo cual se recuerda además, el apotegma igualmente superior de la primacía de los derechos sustanciales sobre los formales (art. 228).  

No se trata de desconocer la competencia del INPEC en cuanto a la determinación de la procedencia de los traslados de los internos, sino de hacer prevalecer los derechos fundamentales mencionados, para que realmente sean eficaces en la aplicación, para lo cual continúan vinculantes las disposiciones reguladoras de ese régimen alusivo a los traslados, es decir, siguen vigentes. O en palabras del doctrinante español Francisco Rubio Llorente, se produce “un régimen de concurrencia normativa, no de exclusión, de tal modo que tanto las normas que regulan el derecho fundamental como las que establecen límites a su ejercicio vienen a ser igualmente vinculantes y actúan recíprocamente. Como resultado de esta interacción, la fuerza expansiva de todo derecho fundamental restringe, por su parte, el alcance de las normas limitadoras que actúan sobre el mismo; de ahí la exigencia de que los límites de los derechos fundamentales hayan de ser interpretados con criterios restrictivos y en el sentido más favorable a la eficacia y a la esencia de tales derechos…”
, pues si bien una pena privativa de la libertad, implica según la Corte Constitucional, una drástica limitación de los derechos fundamentales, quedando en una situación especial de sujeción frente al Estado, “algunos de sus derechos se ven suspendidos y otros pueden verse restringidos,” empero varios “permanecen intactos” durante el tiempo de la pena privativa de la libertad. Aceptar lo contrario, sería tanto como desconcer los objetivos de la política carcelaria encaminados a la resocialización, buscando restaurar los lazos sociales del recluso con el mundo exterior, cuya readaptación es impensable si el interno es privado además del contacto constante con sus seres más queridos. 

Por eso entonces, para que sea efectiva la protección de los derechos fundamentales ya explicados, se inaplicará el artículo 75 de la Ley 65 de 1993
, al no consagrar como una de las causales para que los internos puedan acceder al traslado, los estrechos vínculos familiares indicados en este fallo, los cuales permiten la protección de los derechos fundamentales de los niños y de la integridad de la familia.
En virtud de lo anterior, queda sin piso jurídico el argumento del INPEC en el sentido de que la prevalencia de los derechos de los niños, no puede evitar la responsabilidad penal, toda vez que un traslado de centro de reclusión, no implica de ninguna manera, evadir el cumplimiento de la responsabilidad punitiva. 
En mérito de lo expuesto, la Sala Dual Sexta de Decisión de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE 

PRIMERO. INAPLICAR el artículo 75 del Código Penitenciario y Carcelario, por lo argumentado en el cuerpo de este fallo.
SEGUNDO. REVOCAR integralmente la decisión de primera instancia que NEGÓ la acción de tutela incoada por la señora FLOR MARINA CEPEDA RODRÍGUEZ, quien actúa en nombre propio y en representación de sus menores nietos DIONEL ESTEBAN, BRANDON STEVEN y ROBINSON ANDRÉS GALLO CEPEDA, para en su lugar, conceder el amparo constitucional deprecado.
TERCERO. ORDENAR al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario que en un término perentorio de 20 días siguientes a la notificación de este fallo, adelante tanto los trámites de índole administrativo como el traslado efectivo de la interna FLOR MARINA CEPEDA a otro Establecimiento Carcelario ubicado en la ciudad de Bogotá.
CUARTO. Notifíquese por el medio más expedito esta determinación a los interesados.

QUINTO: Remítase a la honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
Magistrado

  HENRY VILLARRAGA OLIVEROS

Magistrado





JORGE ARMANDO OTÓLORA GÓMEZ

Magistrado

	RADICACIÓN 
	11001 11 02 000 2011 05735 01

	HECHOS
	La génesis de la acción surge porque la hija de la accionante, FLOR MARINA CEPEDA, quien purgaba una condena por el delito de homicidio agravado “en la Cárcel EL BUEN PASTOR, en Bogotá, fue trasladada hace cerca de un año a la Cárcel ORION ubicada en el Municipio de Jamundí”. Preciso que la anterior situación imposibilita que su hija pueda brindarle su calor de madre a sus tres menores nietos. 
Invoca protección derechos a la vida digna, igualdad, libre desarrollo de la personalidad y derechos fundamentales de los niños.

Peticionó se ordene a las entidades accionadas disponer el traslado de su hija interna “a una prisión del Departamento de Cundinamarca, donde esté cerca de su familia”.

	1ª INSTANCIA
	El juez de tutela no puede suplantar a la autoridad encartada del diseño de la política carcelaria del país, premisa bajo la cual consideró que no se puede “ordenar el traslado de la interna FLOR MARINA, (…), Lo contrario implicaría desplazar de sus funciones a la autoridad competente para ello”. (fls. 57 a 71).

	2ª INSTANCIA
	REVOCA y en su lugar CONCEDE EL AMPARO. máxime la protección que le otorga el orden constitucional a la familia (artículo 42 superior), en casos específicos como el de los niños y el de los reclusos, así como la protección constitucional a la institución de la familia, y su importancia para la garantía de los derechos de los niños, amén de los derechos fundamentales de los reclusos.


R. PERALTA.

� Sala Dual integrada por los Magistrados ÁLVARO LEÓN OBANDO MONCAYO (ponente) y RAFAÉL VÉLEZ FERNÁNDEZ.

















� Derechos Fundamentales y Principios Constitucionales, editorial Ariel S.A., Barcelona, pág. 77.





� Por cuyo medio se expidió el Código Penitenciario y Carcelario.





